
 

 
AL SERVICIO DE LA JUSTICIA Y DE LA PAZ SOCIAL 

MAGISTRADO PONENTE: RAFAEL ANTONIO MATOS RODELO  

     

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

SALA DE DECISIÓN CIVIL. 

Medellín, catorce de julio de dos mil veintidós. 

 

 

PROCESO Divisorio 

DEMANDANTE  Magola Castaño Betancur y otros 

DEMANDADO Luz Nelly Betancur Merino y otro 

PROCEDENCIA Juzgado Undécimo Civil Del Circuito De 

Oralidad 

CUDR 05001-31-03-011–2018-00488-01 

RADICADO INTERNO 091-21 

PROVIDENCIA  110-22 

DECISIÓN CONFIRMA 

 

  

Procedente del Juzgado Undécimo Civil Del Circuito De Oralidad, arribó a esta 

Corporación el proceso de la referencia, con miras a proveer la apelación 

formulada por la parte demandada en contra del auto del 4 de octubre de 2021 

a través del cual se decretó venta inmueble identificado con la matrícula 

inmobiliaria n.º 001-84789 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Medellín – Zona Sur, ubicado en la carrera 72 # 39 Sur – 55 / 57 del 

corregimiento de San Antonio de Prado, y se reconocieron mejoras, el cual 

procede a resolverse en los siguientes términos: 
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I. A N T E C E D E N T E S 

 

1. Mediante providencia del 4 de octubre de 2021, el juzgado Undécimo Civil 

del Circuito de Oralidad de Medellín, resolvió acoger las pretensiones de 

MAGOLA CASTAÑO BETANCUR, ANDRÉS MAURICIO CASTAÑO 

BETANCUR, JAIRO DE JESÚS BETANCUR MERINO, LUIS ENRIQUE 

BETANCUR MERINO, OSCAR DE JESÚS BETANCUR MERINO y MARIELA 

DE JESÚS BETANCUR MERINO en cuanto a la división por venta del 

inmueble, que comparten con FRANCISCO JAVIER BETANCUR MERINO y 

LUZ NELLY BETANCUR MERINO, en donde dispuso:  

 

“PRIMERO: DECRETAR la DIVISIÓN POR VENTA del inmueble 

identificado con la matrícula inmobiliaria n.º 001-84789 de la Oficina 

de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín – Zona Sur, 

ubicado en la carrera 72 # 39 Sur – 55 / 57 del corregimiento de San 

Antonio de Prado, lote de terreno distinguido bajo el n.º 5 del 

catastro de Medellín manzana «D», paraje «La Fabiola», sobre el 

cual está una edificación construida de tres pisos sin desenglobar.  

 

SEGUNDO: ADVERTIR que la base de la subasta será el total del 

avalúo aportado con la demanda, a saber: CIENTO SESENTA Y 

UN MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y DOS MIL TREINTA Y 

DOS PESOS M/CTE ($161.832.032).  

 

TERCERO: RECONOCER MEJORAS a favor de LUZ NELLY 

BETANCUR MERINO y a cargo de los demás comuneros en 

proporción a sus cuotas, en valor de CINCO MILLONES 

NOVECIENTOS DIECISIETE MIL CUATROCIENTOS CUARENTA 

PESOS M/CTE ($5.917.440), el cual será indexado, según lo 

expuesto en la parte motiva de este auto.  
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CUARTO: DECRETAR el SECUESTRO del bien descrito en el 

apartado primero de esta parte resolutiva.” 

 

2. Oportunamente, el apoderado de la demandada interpuso recurso de 

apelación de conformidad con lo establecido en los artículos 322 y 409 del 

Código General del Proceso. 

 

3. Por auto del 19 de octubre de 2021, el juzgado de primera instancia 

concedió el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del 

señor FRANCISCO JAVIER BETANCUR MERINO, contra la providencia del 4 

de octubre de 2021 por medio de la cual se decretó la división por venta del 

inmueble objeto del proceso y se reconoció mejoras a favor de LUZ NELLY 

BETANCUR MERINO. 

 

II. FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

 

4. Considera el memorialista, que, si bien a él se le había conferido poder 

desde el 23 de octubre de 2019, ya el juzgado había practicado pruebas y 

había reconocido escrito de mejoras, solo se estaba a espera de fallo. 

 

Refiere que, a la oficina de apoyo judicial, mucho antes de la práctica 

probatoria se había arrimado solicitud de amparo de pobreza por parte de su 

patrocinado y que el juzgado no le dio trámite, por lo cual no pudo oponerse 

con la solicitud de mejoras en el tiempo legal que tenía para hacerlo. 

 

Con este argumento considera que el despacho vulneró el derecho a la 

igualdad al acceso a la justicia pues el amparo se deprecó en el momento 

procesal oportuno y si se hubiera resuelto según su sentir se hubiese podido 

expresar por medio de un abogado idóneo el reconocimiento de mejoras y 

especula que quizás se hubiera evitado el fallo atacado. 
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Dice que cuando su cliente pidió el amparo de pobreza este se encontraba 

bajo una apremiante situación de escases económica que no le permitía 

sufragar los gastos del proceso en perjuicio de su propia subsistencia, y que 

ahora por mandato judicial lo van a sacar de su techo, ello aunado a su edad 

y a la falta de patrimonio. 

 

Alude que la negación del amparo de pobreza es una vulneración al derecho 

fundamental al acceso efectivo a la administración de justicia dado que el 

operador de justicia en el Estado Social de Derecho, debe antes de seguir un 

proceso darle prelación al derecho de defensa y al debido proceso, otorgando 

y decretando dicho derecho de pobreza cuando es solicitado, máxime cuando 

es un demandado que se opone a que se venda su casa y quien tiene a su 

favor mejoras en el piso donde habita, las que no pudo pedir a tiempo por falta 

de un abogado, en el momento de interrogatorio. Y que el demandado a pesar 

de tener el poder firmado no lo entregó a tiempo al abogado por no tener dinero 

para darle. 

 

Expone que tanto la Corte Suprema de Justicia como el Consejo de Estado 

han considerado el amparo de pobreza como derecho fundamental que se 

encamina a garantizar el derecho de defensa, los intereses particulares del 

individuo y a hacer vital y funcional en los juzgados el debido proceso de las 

partes vinculadas. 

 

Justifica que no se adjunta copia del amparo de pobreza, porque en la oficina 

de apoyo judicial al haberlo entregado no le dieron copia y por ello solicita que 

se revoque la decisión del a quo y se retrotraiga la actuación procesal para 

que así pueda ser escuchado y entregar pruebas de los gastos y reformas que 

ha hecho en la que considera su casa de habitación  

 

III. C O N S I D E R A C I O N E S 

 

5. Del amparo de pobreza  
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El instituto procesal del amparo de pobreza sin hesitación alguna busca 

garantizar a las personas de escasos recursos la defensa de sus derechos, de 

modo que se les permita acceder a la administración de justicia en los términos 

del artículo 229 de la Constitución Política, por lo cual es necesario que se 

establezcan las medidas necesarias en procura de dicha disposición 

constitucional.  

 

De esta manera y para dar cumplimiento a la mencionada prerrogativa, dentro 

del ordenamiento jurídico colombiano, se ha permitido la aplicación de la figura 

procesal de Amparo de Pobreza, la cual como se ha venido argumentando 

permite que las personas de escasos recursos económicos no tengan 

obstáculos, por su condición socioeconómica, para hacer parte de procesos 

judiciales, y se cubran los costos de representación, agencias de derecho y 

costas determinadas del proceso. evitando de esta forma la vulneración de los 

derechos e intereses particulares. 

 

En este orden de ideas el artículo 151 de Código General del Proceso 

establece que:  Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se 

halle en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo 

necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley 

debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso a título 

oneroso. Y así mismo el artículo 152 ibídem indica que el amparo podrá 

solicitarse por el presunto demandante antes de la presentación de la 

demanda, o por cualquiera de las partes durante el curso del proceso. En tal 

evento el solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra en las 

condiciones previstas en el artículo precedente, y si se trata de demandante 

que actúe por medio de apoderado, deberá formular al mismo tiempo la 

demanda en escrito separado. Ahora si se trata de demandado o persona 

citada o emplazada para que concurra al proceso, que actúe por medio de 

apoderado, y el término para contestar la demanda o comparecer no haya 

vencido, el solicitante deberá presentar, simultáneamente la contestación de 

aquella, el escrito de intervención y la solicitud de amparo; si fuere el caso de 
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designarle apoderado, el término para contestar la demanda o para 

comparecer se suspenderá hasta cuando este acepte el encargo. 

 

Valga citar el alto tribunal de cierre de la justicia civil1 cuando señala: 

 

 “ el amparo de pobreza constituye una garantía real y efectiva para que 

los ciudadanos que no cuenten con la solvencia económica para sufragar 

los gastos propios del proceso no vean cercenadas sus posibilidades de 

acceder a la administración judicial -con todo lo que ello implica-; pues, en 

palabras de la Corte Constitucional, el derecho a la administración de 

justicia ha sido definido por la jurisprudencia constitucional como la 

posibilidad reconocida a todas las personas residentes en Colombia de 

poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de 

justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida 

protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, 

con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con 

plena observancia de las garantías sustanciales y procedimentales 

previstas en las leyes. Aquella prerrogativa de la que gozan las personas, 

naturales o jurídicas, de exigir justicia, impone a las autoridades públicas, 

como titulares del poder coercitivo del Estado y garantes de todos los 

derechos ciudadanos, distintas obligaciones para que dicho servicio 

público y derecho sea real y efectivo. En general, las obligaciones que los 

estados tienen respecto de sus habitantes pueden dividirse en tres 

categorías, a saber: las obligaciones de respetar, de proteger y de realizar 

los derechos humanos.  

 

Con base en esta clasificación, a continuación, se determinará el 

contenido del derecho fundamental a la administración de justicia. En 

primer lugar, la obligación de respetar el derecho a la administración de 

justicia implica el compromiso del Estado de abstenerse de adoptar 

medidas que tengan por resultado impedir o dificultar el acceso a la 

justicia o su realización. Asimismo, conlleva el deber de inhibirse de tomar 

                                                
1 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil l, en providencia CSJ STC1782-
2020. 
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medidas discriminatorias, basadas en criterios tales como el género, la 

nacionalidad y la casta. En segundo lugar, la obligación de proteger 

requiere que el Estado adopte medidas para impedir que terceros 

interfieran u obstaculicen el acceso a la administración de justicia del 

titular del derecho. En tercer lugar, la obligación de realizar implica el 

deber del Estado de (i) facilitar las condiciones para el disfrute del derecho 

m, (ii) hacer efectivo el goce del derecho. Facilitar el derecho a la 

administración de justicia conlleva la adopción de normas u medidas que 

garanticen que todas las personas, sin distinción, tengan la posibilidad de 

ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que la normativa 

proporciona para formular sus pretensiones»  

 

Sobre esa figura, la Corte Constitucional2 explicó:  

 

La persona a quien se le ha concedido el amparo de pobreza no 

solo se le garantizará su derecho al acceso a la administración de 

justicia por medio de la designación de un abogado de oficio, sino 

que además no estará obligado a incurrir en los costos asociados 

al proceso previstos en el ordenamiento jurídico, lo cual es una 

protección adicional que obedece a la obligación social y estatal de 

solidaridad con las personas que se encuentran en situaciones de 

necesidad, como es el caso de aquellos con dificultades 

económicas graves que pueden poner en peligro su propia 

subsistencia y la de las personas a su cargo.  

 

6. Del proceso divisorio y el reconocimiento de las mejoras conforme el artículo 

412 del Código General del Proceso. 

 

Del contenido del artículo 206 del CGP, el que menciona el juramento 

estimatorio como medio probatorio se tiene que quien pretenda el 

reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago de frutos o 

                                                
2 Corte Constitucional. Sentencia T-616 de 2016 
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mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento en la demanda o 

petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos. Dicho 

juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por 

la parte contraria dentro del traslado respectivo. En especial sentido sobre las 

mejoras dispone el artículo 412 del CGP que el comunero que tenga 

mejoras en la cosa común deberá reclamar su derecho en la demanda 

o en la contestación, especificándolas debidamente y estimándolas bajo 

juramento de conformidad con el artículo 206 ya citado, y acompañar 

dictamen pericial sobre su valor.  

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

¿Violentó el juzgado de instancia el derecho fundamental al acceso efectivo a 

la administración de justicia al desconocer la prelación al derecho de defensa 

y al debido proceso, al no tramitar y conceder el amparo de pobreza al señor 

FRANCISCO JAVIER BETANCUR MERINO 

 

C A S O   C O N C R E T O 

 

Al revisar el expediente se puede observar que mediante auto del 1 de octubre 

de 2018 el Juzgado Undécimo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

admitió la demanda de división por venta de inmueble presentada por 

MAGOLA CASTAÑO BETANCUR, ANDRÉS MAURICIO CASTAÑO 

BETANCUR, JAIRO DE JESÚS BETANCUR MERINO, LUIS ENRIQUE 

BETANCUR MERINO, OSCAR DE JESÚS BETANCUR MERINO y MARIELA 

DE JESÚS BETANCUR MERINO en contra de FRANCISCO JAVIER 

BETANCUR MERINO y LUZ NELLY BETANCUR MERINO, ordenando la 

notificación de los demandados entre otras cosas. 

 

El 18 de octubre de 2018 FRANCISCO JAVIER BETANCUR MERINO se 

notificó de manera personal concediéndole el termino de ley para contestar la 

demanda.  
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Al revisar el historial del proceso se puede apreciar lo siguiente:  

 

 

 

 El 8 de noviembre de 2018 se allegó un memorial con constancia de 

entrega de notificación personal. 

 El 16 de noviembre se allego memorial con constancia de solicitud de 

registro de la demanda en la oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín zona sur. 

 El 23 de noviembre se aporta constancia de entrega de notificación por 

aviso. 

 El 5 de diciembre de 2018 la señora Luz Nelly Betancur contesta la 

demanda. 
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 El 4 de febrero de 2019 la parte demandante allegó pronunciamiento 

sobre las mejoras y juramento estimatorio. 

 El 2 de mayo de 2019 el apoderado de la señora Luz Nelly Betancur 

solicita fijar nueva fecha para audiencia. 

 

De acuerdo con lo anterior, desde la fecha de notificación del señor Francisco 

Javier Betancur Merino hasta la fecha de realización de la audiencia de 

practica de pruebas del 3 de junio de 2019, haciendo una revisión exhaustiva 

del expediente, no se pudo apreciar ningún memorial allegado por el 

demandado. En particular ninguna solicitud de amparo de pobreza.  

 

Por otra parte, manifiesta el demandado que tiene mejoras en el piso donde 

habita, y que no las pudo pedir a tiempo por falta de un abogado. Sin embargo, 

el demando aun cuando estuvo debidamente notificado, ni siquiera asistió a la 

audiencia que se llevó a cabo el 3 de julio de 2019. 

 

Memórese que, el amparo de pobreza es una figura que busca proteger los 

derechos fundamentales de las partes que intervienen en un proceso. Según 

el artículo 152 “el amparo podrá solicitarse por el presunto demandante antes 

de la presentación de la demanda, o por cualquiera de las partes durante el 

curso del proceso”. Lo que quiere significar es que es una figura rogada, la 

cual debe ser solicitada por la parte interesada. Si dicha parte no hace la 

petición con el lleno de los requisitos, el juez no podrá conceder este beneficio.  

 

Se insiste que no consta evidencia de la radicación por parte del señor 

Francisco Javier Betancur Merino de la mencionada solicitud de amparo de 

pobreza. 

 

Así mismo, si bien es cierto que el amparo de pobreza se puede solicitar en 

cualquier tiempo, también lo es que no evita la preclusión de las etapas 

procesales, de tal forma que si el demandando no realizó la solicitud de 
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amparo de pobreza durante el término de contestación de la demanda, aunque 

lo solicite después, no se revive la oportunidad perdida.  

 

Por otra parte, en relación a la solicitud de reconocimiento de mejoras, de 

acuerdo con el artículo 412 del Código general del proceso, el momento para 

proponerlas es en la demanda o en la contestación de la demanda, así mismo 

deben ser solicitadas con el lleno de los requisitos, esto es especificándolas 

debidamente y estimándolas bajo juramento de conformidad con el artículo 

206 del mismo, y acompañándolas del dictamen pericial sobre su valor.  

 

Retomando el análisis anterior, en el término que el demandado tenía para 

contestar la demanda no se observa ningún memorial contentivo del amparo 

de pobreza, así como tampoco de la contestación de la demanda o solicitud 

de reconocimiento de mejoras. 

 

Por lo anterior, no se vislumbra ninguna vulneración a los derechos 

fundamentales del recurrente, toda vez que, como se dijo antes, no existe en 

el expediente evidencia de la solicitud de amparo de pobreza que omitiera el 

juzgado de origen darle tramite, así como tampoco existe contestación de la 

demanda por parte de Francisco Javier Betancur Merino y a pesar de haber 

firmado el poder al Dr. Walter de Jesús Cano desde el 23 de octubre de 2019, 

el profesional del derecho no realizó ninguna actuación que permitiera al 

juzgado conocer su situación y disenso frente al trámite procesal, pues dicho 

poder solo fue aportado al proceso el 21 de mayo de 2021, cuando ya estaba 

más que agotado el tiempo para contestar la demanda y proponer el 

reconocimiento de mejoras.  

 

De tal forma que si bien el operador judicial tiene el deber de garantizar el 

debido proceso, no está dentro de su margen de acción subsanar la inactividad 

de las partes.  
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Son estas razones suficientes para que la sala proceda a confirmar la 

providencia del 4 de octubre de 2021 por medio de la cual se decretó la división 

por venta del inmueble objeto del proceso y se reconoció mejoras a favor de 

LUZ NELLY BETANCUR MERINO. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala de Unitaria de Decisión Civil,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la providencia del 4 de octubre de 2021 por medio 

de la cual se decretó la división por venta del inmueble objeto del proceso y se 

reconoció mejoras a favor de Luz Nelly Betancur Merino., por las razones 

esbozadas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas, dada su no causación.   

 

TERCERO: En firme la presente, devuélvase el expediente digital al Juzgado 

de origen. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

RAFAEL ANTONIO MATOS RODELO 

MAGISTRADO 


